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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 7 de enero de 2022. 

 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se proponen reformas a los artículos 63, 66 y 125 de la de la 

Constitución Política para el Estado de Guanajuato, reformas a los 

artículos 3, 8, 17, 33, 35, 37, 38, 42, 43, 56, 74-Bis, 76, 82, 87 y 97, y 

adición de los artículos 16-I, 38-I, 38-II, 47-I, y 47-II, a la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

 

MARCO LEGAL 

 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 29 de 

noviembre de 2021, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

 

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 46, celebrada el 8 de diciembre del año 2021, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 
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Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 1, celebrada el 7 de enero 

de 2022, el Pleno, por conducto de la Presidencia de este Órgano de 

Justicia, procede en forma respetuosa a emitir opinión jurídica sobre la 

iniciativa de reformas a los artículos 63, 66 y 125 de la de la 

Constitución Política para el Estado de Guanajuato, reformas a los 

artículos 3, 8, 17, 33, 35, 37, 38, 42, 43, 56, 74-Bis, 76, 82, 87 y 97, y 

adición de los artículos 16-I, 38-I, 38-II, 47-I, y 47-II, a la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, y que en lo esencial 

hace referencia a los argumentos que a continuación se exponen: 

 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

 

En cuanto a la reforma de la Constitución Política para el Estado 

de Guanajuato: 

 

Respecto a la reforma de la fracción XVIII, del artículo 63, y la 

fracción I, del artículo 66, ambos de la Constitución del Estado, así 

como la fracción V, del artículo 3, de la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado, donde se propone ampliar el espectro de la acción 

fiscalizadora y modificar la verificación de los programas de 

desempeño a la de acciones, sistemas, operaciones, programas, 

actividades u (sic) organizaciones; no queda claro en la exposición 

de motivos, la forma en que los sujetos de fiscalización deberán 

proporcionar esta información, así como tampoco si el congreso 

podrá verificar acciones, programas, sistemas, operaciones y en 

general actividades más allá del uso de recursos público, dado que la 

atribución del Congreso, según lo actualmente establecido en el 

citado artículo 63 constitucional, fracciones XVIII y XIX, es únicamente 

fiscalizar las cuentas públicas del ejecutivo del estado, de los 

municipios y de los organismos autónomos, así como el cumplimiento 
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de los objetivos de los programas (para efecto del presupuesto a 

base de objetivos y metas); lo cual podría vulnerar las facultades de 

cada uno de los organismos fiscalizados.  

 

Además, se hace notar que se utiliza la conjunción disyuntiva “u”, 

entendiendo que las opciones establecidas son excluyentes, por 

ejemplo, en caso de que se verifique una acción de un sujeto de 

fiscalización, no se podrían verificar sus operaciones, ni sus programas. 

 

 Cabe resaltar que, según la propuesta, la citada verificación al 

desempeño, se realizará de acuerdo con los principios de eficiencia, 

eficacia y economía. Mismos principios que no se encuentran 

conceptualizados en la misma constitución, tal como sucede con 

otras legislaciones (como la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de 

Guanajuato) y lo cual podría generar confusión o deficiencias al 

momento de ejercer la facultad fiscalizadora. 

 

 Además que, en lo que concierne a la figura de auditorías de 

desempeño, a través del artículo 56 de la Ley de Fiscalización 

Superior, ya se contempla su actuación conforme a los principios de 

eficiencia, eficacia y economía; así como la evaluación de las 

políticas públicas. 

 

 Respecto a la propuesta de reforma de la fracción XXVIII, del 

artículo 63, no hay observaciones, pues se considera correcta la 

eliminación de la limitante de la votación por mayoría calificada. 

 

En cuanto a la propuesta de modificación del artículo 66, (en 

relación con la propuesta de reforma del diverso numeral 96, de la Ley 

de Fiscalización) para adicionar como requisito para ser Auditor 

Superior, no haber sido sancionado con la inhabilitación para el 

ejercicio de un cargo público, independientemente del tiempo de 

sanción que se haya determinado, ni haberse desempeñado durante 
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los tres años anteriores como Secretario u homólogos en el Poder 

Ejecutivo, con excepción del encargado de control interno o rendición 

de cuentas; asimismo no haberse desempeñado como Presidente 

Municipal, Síndico, Diputado, Secretario General del Congreso o titular 

de algún organismo constitucional autónomo: 

 

No es clara la redacción al referirse al desempeño como 

«encargado de control interno o rendición de cuentas», por lo que se 

recomienda la referencia específica a los nombres de los encargos, 

esto es, señalar que se está haciendo excepción si se desempeñó 

como titular de algún órgano interno de control, o de un puesto de 

dirección de la Secretaría de la Transparencia y Rendición de Cuentas. 

Tampoco resulta claro que es lo que se va a entender como «titular de 

algún organismo autónomo», pues existen órganos autónomos 

colegiados, tal como este Tribual. 

 

Cabe precisar también, que la Constitución Federal, en su 

homólogo artículo 79, aún remite a los requisitos establecidos en el 

diverso artículo 95 de la misma Constitución, para ser Ministro de la 

SCJN, por lo que es necesario considerar que no se elimine la remisión 

al artículo 85. Además que dicho artículo únicamente establece un 

periodo de espera del desempeño de otros puestos de un año, por lo 

que modificar la Constitución local para señalar un periodo de 3 años 

resulta excesivo. 

 

No obstante, y en caso de que se conserve la modificación 

propuesta, se plantea homologar la redacción con el artículo 85, de la 
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Constitución del Estado (del cual se pretende eliminar su remisión 

directa) y el 97, de la Ley de Fiscalización, agregando “no haber sido 

condenado por delito intencional que amerite pena privativa de 

libertad de más de un año; pero si se tratare de robo, fraude, 

falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la 

buena fama pública quedará inhabilitado para el cargo, cualquiera 

que haya sido la pena”, y agregar la edad mínima para ocupar el 

cargo y el periodo mínimo de residencia en el estado.  

 

Además, debido a la extensión del párrafo y que se pretende 

eliminar de la remisión al artículo 85 de la Constitución local, se 

propone también fraccionar dicho párrafo en diversos incisos. 

 

En cuanto a la reforma del artículo 125 Constitucional, se señala 

que previamente se remitió a esta institución una propuesta de reforma 

a dicho artículo constitucional y sobre la cual ya se emitió una opinión 

jurídica (se adjunta copia al presente), y que se exhorta a tomar en 

cuenta, toda vez que el segundo párrafo del artículo 110 de la 

Constitución Federal ya contempla a los miembros de los organismos 

autónomos locales como sujetos de juicio político y limita el trámite a 

los términos establecidos por esa Constitución Federal. Por lo que su 

reforma podría generar una doble regulación sobre un supuesto 

jurídico. 

 

En cuanto a la reforma de la Ley de Fiscalización Superior del 

Estado de Guanajuato: 
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La iniciativa que se analiza establece como objetivo tres enfoques 

que motivan y sustentan la propuesta, los cuales son: participación 

ciudadana, mecanismos de transparencia y rendición de cuentas y 

deliberación entre la Auditoria Superior del Estado de Guanajuato 

(ASEG) y Congreso del Estado de Guanajuato. En este sentido: 

 

Respecto al enfoque participación ciudadana, a través del cual 

se propone adicionar el artículo 16-I y 47 fracciones I y II la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, si bien es cierto que se 

busca fomentar la participación ciudadana en la rendición de cuentas 

de las entidades sujetas a fiscalización, sin embargo, es importante 

mencionar que el mismo artículo, por su redacción, aminora la 

importancia de la participación ciudadana; toda vez que no se refleja 

un seguimiento subsecuente a la información que pudiera llegar por 

parte de la ciudadanía posterior a su recepción, pues de la literalidad 

del artículo únicamente se habla de que se deberá contemplar  —al 

menos— la convocatoria para la recepción de las propuestas 

ciudadanas sobre los entes susceptibles de ser auditados, sin embargo 

no se establecen de manera categórica las formalidades, medios o 

requisitos de presentación de dichas propuestas o que estas se 

tomaran en cuenta de alguna manera. 

  

Actualmente, en la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 

Guanajuato, se encuentra vigente el capítulo IV relativo a la 

participación ciudadana, que en su artículo 44 establece los 

mecanismos a través de los cuales “cualquier ciudadano podrá 

presentar opiniones, solicitudes y quejas ante la Auditoría Superior, por 
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hechos probablemente irregulares y que tengan relación inmediata y 

directa con recursos públicos que administran y ejercen los sujetos de 

fiscalización”, las cuales, de cumplir con los requerimientos necesarios, 

podrá ser utilizada para la planeación de la fiscalización y la 

elaboración del Programa, así como para direccionar algún acto de 

fiscalización que se encuentre en proceso. A su vez se enuncian las 

formalidades de presentación (Artículo 45), medios de presentación 

(Artículo 46) y requisitos de las solicitudes, opiniones y quejas (Artículo 

47). 

 

De forma paralela, en el artículo 3, de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Guanajuato, ya se 

contempla el derecho humano de acceso a la información en el cual 

se establece que “toda información que genere, obtenga, adquiera, 

transforme o posea cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo 

de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, organismos autónomos, 

partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier 

persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o 

realice actos de autoridad del Estado o los municipios será pública y 

accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se 

establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte, la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública y esta Ley”. De igual forma a través del artículo 13 

de la misma ley se establece que “[…] Los sujetos obligados buscarán, 

en todo momento, que la información generada tenga un lenguaje 

sencillo para cualquier persona y se procurará, en la medida de lo 

posible, su accesibilidad y traducción a lenguas indígenas”. 
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Respecto al segundo y tercer enfoque, mecanismos de 

transparencia y rendición de cuentas y deliberación entre la Auditoria 

Superior del Estado de Guanajuato (ASEG) y Congreso del Estado de 

Guanajuato, se expone lo siguiente: 

 

En lo que concierne a la propuesta de modificación de los 

artículos 3, 8, 17, 33, 35,37, 38, 42, 43, 56, 74-Bis, 76, 82, 87 y 97 y adición 

de los artículos 38-I, 38-II a la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 

Guanajuato, se expone lo siguiente: 

 

Inicialmente, a través del artículo 8, auditorias concomitantes, ya 

se contempla la participación del Congreso del Estado, pues se 

establece que la Auditoria podrá realizar auditorías de manera 

concomitante a la ejecución de actos de gobierno y la aplicación de 

recursos en los casos que así lo acuerde el Congreso. 

 

A su vez, la auditoria posee la atribución de Informar al Congreso 

del Estado, en los términos de la Ley, del resultado de la revisión de la 

cuenta pública y demás asuntos derivados de la fiscalización, 

incluyendo los dictámenes, informes de resultados, comentarios y 

observaciones de las auditorías. 

 

Respecto del artículo 33, toda vez que las faltas graves prescriben 

en 7 años, de conformidad con la Ley de Responsabilidades 

Administrativas  para el Estado de Guanajuato, se considera prudente 

homologar dicha temporalidad a la prescripción señalada en la ley 
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referida  como herramienta para perseguir aquellas faltas 

administrativas que pudieran derivar de la fiscalización que realice la 

ASEG; sin embargo, ha de tomarse en cuenta que la ampliación de 

dicha temporalidad puede ser un arma de doble filo, ya que por 

ampliarse su temporalidad, podría reflejarse en una actividad más 

pausada del organismo auditor. 

 

Con la propuesta de reforma del artículo 35 de la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, donde se propone 

que la suspensión del plazo para la revisión de cuenta pública y 

auditorías pueda ser solicitada por el titular de la ASEG, pero que deba 

ser aprobada por el Congreso. Al respecto se debe recordar que la 

Auditoría Superior del Estado de Guanajuato, al ser un organismo 

dotado de autonomía técnica, de gestión y presupuestaria en el 

ejercicio de sus atribuciones, así como para decidir sobre su 

organización interna, funcionamiento y resoluciones, debe gozar de la 

potestad de plena decisión; delimitar la facultad del Auditor Superior 

restringiría la propia autonomía del ente fiscalizador, contraviniendo lo 

dispuesto por el artículo 66 de la Constitución Política para el Estado de 

Guanajuato. 

 

En relación a la propuesta de modificación al artículo 76 relativo a 

la cuantía de las medidas de apremio, se recomienda observar el 

artículo 77 de la misma en donde se considera la individualización de 

la multa y se toman en cuenta aspectos como la gravedad de la falta, 

las condiciones económicas y grado de escolaridad del infractor, el 

nivel jerárquico, tratándose de servicios públicos y la reincidencia de la 
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conducta, lo cual es importante toda vez que se propone un aumento 

a las multas de hasta un 1000% por ciento, sin causa justificada. 

 

En la fracción VII del artículo 87 de la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado de Guanajuato, se establece la atribución del Auditor 

Superior para “Elaborar con el apoyo de los auditores especiales y 

directores generales, y expedir, los manuales de organización, criterios, 

procedimientos, métodos y servicios para el desempeño de la función 

de fiscalización de la Auditoría Superior, los que deberán ser 

previamente conocidos por la Comisión y publicados en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado;”, al respecto se hace notar que para 

que tales manuales, criterios, procedimientos, métodos y servicios se 

den a conocer a la Comisión y publicarse en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado, es indispensable su elaboración. Por lo que 

respetuosamente se sugiere modificar dicho apartado para evitar 

confusiones y señalar que deberán ser remitidos a la Comisión previo a 

que se publiquen en el Periódico Oficial. 

 

En relación a la propuesta de reforma de la fracción XXVIII, del 

citado artículo 87, se precisa que la diversa fracción XXVII del mismo 

artículo ya contempla la obligación de rendir el informe semestral, y la 

actual fracción XXVIII contempla la facultad de suscribir convenios. Por 

lo que, en su caso, había que modificar la iniciativa en todos los 

apartados que señalen la fracción XXVIII, del artículo 87 de la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, para señalar la 

correcta fracción XXVII. 


